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I.   NOVEDADES NORMATIVAS.

1.  Estado.

Novedades desde el 12 de marzo de 2015.
— Orden HAP/610/2015, de 6 de abril, sobre los índices de precios de la mano de obra y materiales para el año 2013, aplicables a la revisión de precios de  contratos de las Administraciones Públicas.

— Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. (BOE 31/03/15). La reforma supone un agravamiento de las penas en relación a los delitos contra las Administraciones Públicas. En materia de contratación pública, hay que tener en cuenta;
Art. 286 Ter: “Los que mediante el ofrecimiento, promesa o concesión de cualquier beneficio o ventaja indebidos, pecuniarios o de otra clase, corrompieren o intentaren corromper, por sí o por persona interpuesta, a una autoridad o funcionario público en beneficio de estos o de un tercero, o atendieran sus solicitudes al respecto, con el fin de que actúen o se abstengan de actuar en relación con el ejercicio de funciones públicas para conseguir o conservar un contrato, negocio o cualquier otra ventaja competitiva en la realización de actividades económicas internacionales, serán castigados, salvo que ya lo estuvieran con una pena más grave en otro precepto de este Código, con las penas de prisión de prisión de tres a seis años, multa de doce a veinticuatro meses, salvo que el beneficio obtenido fuese superior a la cantidad resultante, en cuyo caso la multa será del tanto al triplo del montante de dicho beneficio.
Además de las penas señaladas, se impondrá en todo caso al responsable la pena de prohibición de contratar con el sector público, así como la pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones o ayudas públicas y del derecho a gozar de beneficios o incentivos fiscales y de la Seguridad Social, y la prohibición de intervenir en transacciones comerciales de trascendencia pública por un periodo de siete a doce años.” [Artículo nuevo]

Art.424: “1. El particular que ofreciere o entregare dádiva o retribución de cualquier otra clase a una autoridad, funcionario público o persona que participe en el ejercicio de la función pública para que realice un acto contrario a los deberes inherentes a su cargo o un acto propio de su cargo, para que no realice o retrase el que debiera practicar, o en consideración a su cargo o función, (…) 3. Si la actuación conseguida o pretendida de la autoridad o funcionario tuviere relación con un procedimiento de contratación, de subvenciones o de subastas convocados por las Administraciones o entes públicos, se impondrá al particular y, en su caso, a la sociedad, asociación u organización a que representare la pena de inhabilitación para obtener subvenciones y ayudas públicas, para contratar con entes, organismos o entidades que formen parte del sector público y para gozar de beneficios o incentivos fiscales y de la Seguridad Social por un tiempo de cinco a diez años.” [En la anterior redacción de tres a siete años.]

Art. 427: “Lo dispuesto en los artículos precedentes será también aplicable cuando los hechos sean imputados o afecten a:

a) Cualquier persona que ostente un cargo o empleo legislativo, administrativo o judicial de un país de la Unión Europea o de cualquier otro país extranjero, tanto por nombramiento como por elección.

b) Cualquier persona que ejerza una función pública para un país de la Unión Europea o cualquier otro país extranjero, incluido un organismo público o una empresa pública, para la Unión Europea o para otra organización internacional pública.

c) Cualquier funcionario o agente de la Unión Europea o de una organización internacional pública.”

Art. 429: “El particular que influyere en un funcionario público o autoridad prevaliéndose de cualquier situación derivada de su relación personal con éste o con otro funcionario público o autoridad para conseguir una resolución que le pueda generar directa o indirectamente un beneficio económico para sí o para un tercero, será castigado con las penas de prisión de seis meses a dos años, multa del tanto al duplo del beneficio perseguido u obtenido, y prohibición de contratar con el sector público, así como la pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones o ayudas públicas y del derecho a gozar de beneficios o incentivos fiscales y de la Seguridad Social por tiempo de seis a diez años. Si obtuviere el beneficio perseguido, estas penas se impondrán en su mitad superior.” [En la anterior redacción no se preveía la prohibición de contratar].
Art. 436: “La autoridad o funcionario público que, interviniendo por razón de su cargo en cualesquiera de los actos de las modalidades de contratación pública o en liquidaciones de efectos o haberes públicos, se concertara con los interesados o usase de cualquier otro artificio para defraudar a cualquier ente público, incurrirá en las penas de prisión de dos a seis años e inhabilitación especial para empleo o cargo público y para el ejercicio del derecho de sufragio pasivo por tiempo de seis a diez años. Al particular que se haya concertado con la autoridad o funcionario público se le impondrá la misma pena de prisión que a éstos, así como la de inhabilitación para obtener subvenciones y ayudas públicas, para contratar con entes, organismos o entidades que formen parte del sector público y para gozar de beneficios o incentivos fiscales y de la Seguridad Social por un tiempo de dos a siete años.” [En la anterior redacción de dos a cinco años].

Art. 439: “La autoridad o funcionario público que, debiendo intervenir por razón de su cargo en cualquier clase de contrato, asunto, operación o actividad, se aproveche de tal circunstancia para forzar o facilitarse cualquier forma de participación, directa o por persona interpuesta, en tales negocios o actuaciones, incurrirá en la pena de prisión de seis meses a dos años, multa de doce a veinticuatro meses e inhabilitación especial para empleo o cargo público y para el ejercicio del derecho de sufragio pasivo por tiempo de dos a siete años.” [En la anterior redacción de uno a cuatro años]

— Ley Orgánica 3/2015, de 30 de marzo, de control de la actividad económico-financiera de los Partidos Políticos, por la que se modifican la Ley Orgánica 8/2007, de 4 de julio, sobre financiación de los Partidos Políticos; la Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos; y la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas. El 31 de marzo de 2015 se ha publicado en el BOE esta Ley la cual modifica, entre otras, la Ley Orgánica 8/2007, de 4 de julio, sobre financiación de los Partidos Políticos. Dentro de las novedades que se introducen en el régimen de financiación de los partidos políticos cabe destacar, por su incidencia en materia de contratación pública, la prohibición para los partidos políticos de aceptar o recibir, directa o indirectamente, donaciones de personas físicas que, en ejercicio de una actividad económica o profesional, sean parte de un contrato vigente de los previstos en la legislación de contractos del sector público (nueva redacción del artículo 4 apartado Dos de la Ley Orgánica 8/2007); la obligatoriedad para los partidos políticos de aprobar unas instrucciones internas en materia de contratación y establecimiento de los principios en los que habrán de inspirarse los procedimientos de contratación que lleven a cabo (nueva disposición adicional decimotercera de la Ley Orgánica 8/2007). 
— Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la Administración General del Estado. (BOE 31/03/15). En materia de contratación pública, hay que tener en cuenta;
Artículo 14. Limitaciones patrimoniales en participaciones societarias. “Los altos cargos no podrán tener, por sí o por persona interpuesta, participaciones directas o indirectas superiores a un diez por ciento en empresas en tanto tengan conciertos o contratos de cualquier naturaleza con el sector público estatal, autonómico o local, o que reciban subvenciones provenientes de cualquier Administración Pública. 
A los efectos previstos en este artículo, se considera persona interpuesta la persona física o jurídica que actúa por cuenta del alto cargo.
Lo dispuesto en el párrafo anterior será también de aplicación al caso en que la empresa en la que participen sea subcontratista de otra que tenga contratos de cualquier naturaleza con el sector público estatal, autonómico o local siempre que la subcontratación se haya producido con el adjudicatario del contrato con la Administración en la que el alto cargo preste servicios y en relación con el objeto de ese contrato.”
Artículo 15. Limitaciones al ejercicio de actividades privadas con posterioridad al cese. “(…) 5. Durante el período de dos años a que se refiere el apartado 1, los altos cargos no podrán celebrar por sí mismos o a través de entidades participadas por ellos directa o indirectamente en más del diez por ciento, contratos de asistencia técnica, de servicios o similares con la Administración Pública en la que hubieran prestado servicios, directamente o mediante empresas contratistas o subcontratistas, siempre que guarden relación directa con las funciones que el alto cargo ejercía. Las entidades en las que presten servicios deberán adoptar durante el plazo indicado procedimientos de prevención y detección de situaciones de conflicto de intereses.”
— Ley 2/2015, de 30 de marzo, de desindexación de la economía española (BOE 31/03/15. Entrada en vigor 1 de abril de 2015). Deroga los artículos 90, 91, y 92. Modifica los artículos 47.5; 89; 131.1.d); 133.1; 255.3.  Modifica la rúbrica del Capítulo II del Título III del Libro I.

Artículo 47. Resolución. [Del recurso especial en materia de contratación]

5. En caso de que el órgano competente aprecie temeridad o mala fe en la interposición del recurso o en la solicitud de medidas cautelares, podrá acordar la imposición de una multa al responsable de la misma. El importe de ésta será de entre 1.000 y 15.000 euros determinándose su cuantía en función de la mala fe apreciada y el perjuicio ocasionado al órgano de contratación y a los restantes licitadores. Las cuantías indicadas en este apartado serán actualizadas cada dos años mediante Orden Ministerial.

REVISIÓN DE PRECIOS EN LOS CONTRATOS DEL SECTOR PÚBLICO.

Artículo 89. Procedencia y límites.

1. Los precios de los contratos del sector público solo podrán ser objeto de revisión periódica y predeterminada en los términos establecidos en este Capítulo.

No cabrá la revisión periódica no predeterminada o no periódica de los precios de los contratos.

Se entenderá por precio cualquier retribución o contraprestación económica del contrato, bien sean abonadas por la Administración o por los usuarios.

2. Previa justificación en el expediente y de conformidad con lo previsto en el real decreto al que se refieren los artículos 4 y 5 de la Ley XXX de XXXX, de desindexación de la economía española, la revisión periódica y predeterminada de precios solo se podrá llevar a cabo en los contratos de obra, en los contratos de suministro de fabricación de armamento y equipamiento de las Administraciones Públicas y en aquellos otros contratos en los que el período de recuperación de la inversión sea igual o superior a cinco años. Dicho período se calculará conforme a lo dispuesto en el real decreto anteriormente citado.

No se considerarán revisables en ningún caso los costes asociados a las amortizaciones, los costes financieros, los gastos generales o de estructura ni el beneficio industrial. Los costes de mano de obra de los contratos distintos de los de obra, suministro de fabricación de armamento y equipamiento de las Administraciones Públicas, se revisarán cuando el período de recuperación de la inversión sea igual o superior a cinco años y la intensidad en el uso del factor trabajo sea considerada significativa, de acuerdo con los supuestos y límites establecidos en el real decreto.

3. En los supuestos en que proceda, el órgano de contratación podrá establecer el derecho a revisión periódica y predeterminada de precios y fijará la fórmula de revisión que deba aplicarse, atendiendo a la naturaleza de cada contrato y la estructura y evolución de los costes de las prestaciones del mismo.

4. El pliego de cláusulas administrativas particulares o el contrato deberán detallar, en tales casos, la fórmula de revisión aplicable, que será invariable durante la vigencia del contrato y determinará la revisión de precios en cada fecha respecto a la fecha de adjudicación del contrato, siempre que la adjudicación se produzca en el plazo de tres meses desde la finalización del plazo de presentación de ofertas, o respecto a la fecha en que termine dicho plazo de tres meses si la adjudicación se produce con posterioridad.

5. Cuando proceda, la revisión periódica y predeterminada de precios en los contratos del sector público tendrá lugar, en los términos establecidos en este Capítulo, cuando el contrato se hubiese ejecutado, al menos, en el 20 por 100 de su importe y hubiesen transcurrido dos años desde su formalización. En consecuencia el primer 20 por 100 ejecutado y los dos primeros años transcurridos desde la formalización quedarán excluidos de la revisión.

No obstante, en los contratos de gestión de servicios públicos, la revisión de precios podrá tener lugar transcurridos dos años desde la formalización del contrato, sin que sea necesario haber ejecutado el 20 por 100 de la prestación.

6. El Consejo de Ministros podrá aprobar, previo informe de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa del Estado y de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, fórmulas tipo de revisión periódica y predeterminada para los contratos previstos en el apartado 2.

A propuesta de la Administración Pública competente de la contratación, el Comité Superior de Precios de Contratos del Estado determinará aquellas actividades donde resulte conveniente contar con una fórmula tipo, elaborará las fórmulas y las remitirá para su aprobación al Consejo de Ministros.

Cuando para un determinado tipo de contrato, se hayan aprobado, por el procedimiento descrito, fórmulas tipo, el órgano de contratación no podrá incluir otra fórmula de revisión diferente a ésta en los pliegos y contrato.

7. Las fórmulas tipo que se establezcan con sujeción a los principios y metodologías contenidos en el real decreto referido en el apartado 2 de la presente disposición reflejarán la ponderación en el precio del contrato de los componentes básicos de costes relativos al proceso de generación de las prestaciones objeto del mismo.

8. El Instituto Nacional de Estadística elaborará los índices mensuales de los precios de los componentes básicos de costes incluidos en las fórmulas tipo de revisión de precios de los contratos, los cuales serán aprobados por Orden del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, previo informe del Comité Superior de Precios de Contratos del Estado.

Los índices reflejarán, al alza o a la baja, las variaciones reales de los precios de la energía y materiales básicos observadas en el mercado y podrán ser únicos para todo el territorio nacional o particularizarse por zonas geográficas.

Reglamentariamente se establecerá la relación de componentes básicos de costes a incluir en las fórmulas tipo referidas en este apartado, relación que podrá ser ampliada por Orden del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, previo informe de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa del Estado cuando así lo exija la evolución de los procesos productivos o la aparición de nuevos materiales con participación relevante en el coste de determinados contratos o la creación de nuevas fórmulas tipo de acuerdo con lo dispuesto en esta Ley y su desarrollo.

Los indicadores o reglas de determinación de cada uno de los índices que intervienen en las fórmulas de revisión de precios serán establecidos por Orden del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, a propuesta del Comité Superior de Precios de Contratos del Estado.

9. Cuando resulte aplicable la revisión de precios mediante las fórmulas tipo referidas en el apartado 6 de la presente disposición, el resultado de aplicar las ponderaciones previstas en el apartado 7 a los índices de precios, que se determinen conforme al apartado 8, proporcionará en cada fecha, respecto a la fecha y períodos determinados en el apartado 4, un coeficiente que se aplicará a los importes líquidos de las prestaciones realizadas que tengan derecho a revisión a los efectos de calcular el precio que corresponda satisfacer.

Artículo 131. Pliegos de cláusulas administrativas particulares. [Del contrato de concesión de obra pública]

1. Los pliegos de cláusulas administrativas particulares de los contratos de concesión de obras públicas deberán hacer referencia, al menos, a los siguientes aspectos: (…)

d.- Sistema de retribución del concesionario en el que se incluirán las opciones posibles sobre las que deberá versar la oferta, así como, en su caso, las fórmulas de actualización de costes durante la explotación de la obra, con referencia obligada a su repercusión en las correspondientes tarifas en función del objeto de la concesión. En todo caso, la revisión del sistema de retribución del concesionario contenida en los pliegos, deberá ajustarse a lo previsto en el Capítulo ll del Título III de esta Ley.

Artículo 133. Pliegos y anteproyecto de obra y explotación. [En el contrato de gestión de servicios públicos]

1. De acuerdo con las normas reguladoras del régimen jurídico del servicio, los pliegos de cláusulas administrativas particulares y de prescripciones técnicas fijarán las condiciones de prestación del servicio y, en su caso, fijarán las tarifas que hubieren de abonar los usuarios, los procedimientos para su revisión, y el canon o participación que hubiera de satisfacerse a la Administración. En cuanto a la revisión de tarifas, los pliegos de cláusulas administrativas deberán ajustarse a lo previsto en el Capítulo ll del Título III de esta Ley.

Artículo 255. Retribución por la utilización de la obra. [En el contrato de concesión de obra pública]

3. Las tarifas serán objeto de revisión de acuerdo con el procedimiento que determine el pliego de cláusulas administrativas particulares y de conformidad con lo previsto en el Capítulo II del Título III de esta Ley.

2.  Comunidades Autónomas.

Novedades legislativas desde el 12 de marzo de 2015.

II. NOVEDADES JURISPRUDENCIALES 

A) TRIBUNAL SUPREMO
Los siguientes comentarios jurisprudenciales versan sobre Sentencias, dictadas por el TS y el TSJ de Aragón, en el intervalo temporal de 1 de febrero de 2015 (última fecha a la que hacía referencia el anterior informe) a 30 de mayo de 2015, recogidas en el repertorio de jurisprudencia de ARANZADI
— STS de 18 de febrero de 2015. ( RJ/2015/930).

Dictada con motivo del recurso de casación interpuesto contra la STS de Madrid estimatoria en parte del recurso contencioso administrativo interpuesto contra Resolución de la Delegación del Gobierno en las sociedades concesionarias de Autopistas Nacionales de Peaje que decidió que no procedía la cancelación y devolución de la garantía de construcción hasta que no se efectuaran actuaciones pendientes de realizar que en el texto de la misma se reseñaban.

En concreto la resolución recurrida consideraba definitivamente terminadas las obras pero daba por no cumplidas prescripciones establecidas en el proyecto de construcción tales como el establecimiento de una zona de dominio de 8 metros, realizando las expropiaciones necesarias, y una actuación incluida en el 1% cultural.

La Sentencia de instancia estimó en parte el recurso y declaró el derecho a la devolución de la fianza con retención del 4% del importe de las actuaciones pendientes de ejecutar.

La cuestión principal suscitada en casación radicaba en determinar si ponderadas las concretas circunstancias existentes en el caso litigioso, los artículos 44 y 47.2 del TRLCAP imponían obligatoriamente negar en su totalidad la devolución de la fianza, tal y como sostenía la Administración. La Sala entiende que no es de apreciar un incumplimiento del contrato en su finalidad principal que permita descartar esa premisa literal de que el contrato se haya “cumplido satisfactoriamente” a que el artículo 44 condiciona la cancelación de garantías; que si bien las garantías del contrato tiene un carácter global según el artículo 47, porque no proceden devoluciones o cancelaciones parciales, pero las muy secundarias obligaciones que quedaban pendientes a la contratista resultaban atendidas con la retención de los importes correspondientes a su total costo;  y que la retención por la administración de la enorme diferencia existente entre los importes de las actuaciones  pendientes y la muy superior cuantía de la fianza carece de racionalidad por no ser necesaria para garantizar esas obligaciones únicamente pendientes y conllevar un sacrificio económico para la concesionaria que no tiene justificación.

En consecuencia el TS anula la Sentencia recurrida y estima el recurso contencioso administrativo con el siguiente alcance: anular la actuación administrativa objeto de impugnación; reconoce el derecho de la recurrente a que la administración le devuelva la fianza en el importe que resulte de descontar de su cuantía total de 9.285.637’01 euros las dos sumas de las actuaciones secundarias pendientes de realizar y desestimar la pretensión de intereses deducida.

— STS de 9 de marzo de 2015 (JUR/2015/98109).

Dictada con motivo de recurso de casación deducido contra STSJ de Madrid desestimatoria del recurso interpuesto contra desestimación presunta de recurso de alzada contra oficio del Subdirector General de Conservación del Ministerio de Fomento que requiere a la recurrente para que repare en el plazo de dos meses los desperfectos de la autovía A-7 consistentes en deformaciones en el firme de ambas calzadas del tercer carril.

La mercantil recurrente es concesionaria de la construcción, conservación y explotación de la autopista de peaje de circunvalación de Elche, de la variante libre de peaje de El Campello y del tercer carril libre de peaje entre Elche y Crevillente.

La recurrente considera que la sentencia de instancia se equivoca al no apreciar que el escrito objeto de recurso se refiere no al tercer carril , construido por la recurrente, sino a los tres que componen cada una de las dos calzadas de la A-7. De forma que las deficiencias del firme se encuentran todas ellas en los carriles antiguos y se deben al mal estado en que se entregó. En consecuencia entiende que no le corresponde realizar las reparaciones que se le exigen pues no se situaban en el nuevo tercer carril por ella construido, sino en los anteriores, mal conservados por la anterior concesionaria y que le fueron entregadas en deficientes condiciones.

La Sala considera que la sentencia desestimatoria recurrida da respuesta razonada a lo planteado por las partes, no siendo incongruente ni careciendo de la motivación necesaria. De la lectura del oficio del que dimana la controversia entiende que nada ajeno al tercer carril de cada calzada hay en el mismo, de forma que del expediente administrativo y de la prueba practicada se observa la existencia de deficiencias en el carril. Por otra parte el oficio distingue entre la conservación del tercer carril y la del tramo de tres carriles, refiriéndose no al tercer carril sino al tramo en conjunto el presupuesto que se elaboró y la recurrente no ejecutó. La recurrente ha pretendido servirse de su impugnación para discutir las condiciones en las que se le entregó la autopista en el tramo concernido al asumir la concesión, no siendo este el objeto del proceso.

En consecuencia desestima el recurso interpuesto.

— STS de 16 de  marzo de 2015 (JUR/2015/106810).

Dictada con motivo del recurso de casación deducido contra Sentencia del TSJ de Asturias desestimatoria del recurso interpuesto contra la resolución de la Consejería de Fomento, Ordenación del Territorio y Medio Ambiente del Principado de Asturias por la que se resolvía el recurso especial en materia de contratación contra la exclusión de la oferta presentada por la recurrente en la licitación del Proyecto y ejecución de las obras de construcción de accesos a la Zona de Actividades Logísticas e Industriales de Asturias.

La exclusión de la licitación se fundaba en la propuesta de las recurrente que planteaba una modificación del proyecto no prevista en el pliego de condiciones.

La Sentencia recurrida señala que los Pliegos no admiten variaciones al trazado de los puntos concretos en que deben realizarse las obras y estructuras y los enlaces, declarando como hecho probado que el pliego y el anteproyecto contemplan la presencia de zonas de vertido y residuos en el sector del enlace de los tramos ZALIA-AS II y que el objeto del contrato es encargar una solución estructural a dicha cuestión que permite distintos tratamientos de diseño y presupuesto de tipo tecnológico. Los ajustes introducidos por los recurrentes afectan a un punto esencial de enlace entre dos tramos de carretera, generando un riesgo de incompatibilidad o desconexión.

Asimismo la sentencia recurrida considera que la aprobación definitiva de los pliegos de cláusulas administrativas particulares tuvo lugar por resolución de 27 de enero de 2011, misma fecha en que se celebró una reunión informativa de los licitaciones, y dicha resolución, que aprueba un trazado, enlaces y puntos de realización de obras claros y vinculantes fue consentida y firme. Respecto de la sesión informativa sostiene que el pliego prevalece sobre la misma y no consta que en la reunión se hubiera autorizado a los licitadores a alterar el punto de enlace litigioso. A juicio de la Sala lo que pretende la recurrente es cuestionar la prueba realizada por la sala de instancia que según reiterada jurisprudencia no es recurrible en casación salvo que sea patente que la apreciación realizada por el tribunal de instancia sea ilógica, irracional o arbitraria.

Por ultimo la recurrente afirma que el artículo 133.5 de LCAP permite que el PCAP autorice la introducción de variantes, entendiendo que es suficiente en dicho sentido su no prohibición expresa. La Sala considera que debe rechazarse la equiparación de la falta de prohibición en los pliegos con la autorización expresa de la admisión de variantes o mejoras. El anuncio de licitación expresamente especifica la no admisión de variantes.

La modificación introducida por los recurrentes en el punto de enlace previsto en el anteproyecto para la conexión de las fases I y II está prevista en el anteproyecto, en el estudio informativo y en el PTT de forma grafica, con expresión de un punto, dimensiones y tipologías concretas en la planimetría, como de forma nominativa, por lo que su modificación constituye una causa de exclusión de la licitación, corriéndose el riesgo de que las vías de circunvalación prevista no conectaran en un punto, lo que supone no un mejor ajuste técnico  sino apartarse de las previsiones del anteproyecto. 

— STS de 18 de marzo de 2015 ( JUR/2015/134770).

Dictada con motivo del recurso de casación deducido contra Sentencia de la AN desestimatoria del recurso interpuesto contra el acuerdo del Ministerio de Hacienda y Administraciones Publicas, a propuesta de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa, por el que se establece la prohibición de contratar a la empresa Thyssenkrupp SL por haber incurrido en la causa a) del artículo 60.2 TRLCSP por el plazo de dos meses.

La recurrente es contratista del mantenimiento de los aparatos elevadores de diversas sedes del Departamento de Medio ambiente Medio Rural y Marino. Con fecha 10 de noviembre de 2010 tuvo lugar un accidente en el ascensor 6 al precipitarse al foso la titular de la Subsecretaría, con lesiones de carácter leve, al no haberse activado el mecanismo de cierre de la puerta cuando la cabina se encontraba en el piso superior.

La Junta Consultiva acordó resolver el contrato por incumplimiento culpable del contratista de conformidad con el artículo 206,f ) LCSP y la incautación de la fianza. Se instó la revisión de oficio que fue desestimada e impugnada jurisdiccionalmente. En base a todo ello, se tramitó expediente para declarar la prohibición de contratar de la mercantil que se acordó por resolución de 5 de diciembre de 2012 que se recurrió.

De los informes obrantes en autos se desprende que la causa del accidente fue la ausencia de una pieza en el mecanismo de cierre de seguridad de la puerta del ascensor y que los agujeros en que iba colocada no disponían de tornillos. Igualmente se observó que uno de los tornillos del marco de la puerta estaba cizallado. Asimismo se acredita que desde el mes de enero de 2010 la citada pieza no estaba en el lugar que le correspondía y que debería haberse detectado en el transcurso de inspecciones periódicas y de mantenimiento el incorrecto funcionamiento del elemento de seguridad.

A juicio de la Sala la sentencia de instancia parte de que con fecha 21 de diciembre con ocasión de corregirse ciertas deficiencias en el ascensor litigioso, se comprobó que la pletina no estaba colocada en la puerta y ese incorrecto funcionamiento en uno de los elementos de seguridad del ascensor no fue reflejado por la concesionaria en el correspondiente parte de revisiones periódicas debiendo haber señalado la avería y paralizar el uso del ascensor hasta su reparación o sustitución. Asimismo valora los hechos como constitutivos de incumplimiento contractual imputable a titulo de negligencia inexcusable y que ello es razón bastante para justificar la prohibición de contratar. Por ello considera que la razón jurídica que utiliza la sentencia es clara así como lo es la premisa jurídica en la que apoya esa razón jurídica.

Para la Sala de los artículos 60.2,a), y 61 de la LCSP se desprende que:

Son cuestiones distintas la sustantiva referida a los hechos que legalmente constituyen la prohibición de contratar, regulada en el artículo 60, y la formal relativa al camino que ha de seguirse para la declaración de su concurrencia, regulada en el artículo 61, que diferencia ente prohibiciones de apreciación directa por el órgano de contratación y prohibiciones que requieren la previa declaración de su existencia mediante el procedimiento al efecto.

Los requisitos de la prohibición de contratar del artículo 60.2,a) son los que resultan del mismo, limitándose a exigir el elemento genérico de la culpabilidad, lo que significa que comprende tanto el dolo como la negligencia. Lo que resulta coherente con la finalidad preventiva que se atribuye a las prohibiciones de contratar que es evitar la relación con la administración de quienes hayan demostrado poca seriedad en su actividad empresarial, concluyendo que dicha prevención está motivada ante cualquier practica empresarial reprobable, sea intencional o negligente.

Los apartados 1 y 2 del artículo 61 ponen de manifiesto que el dolo, la mala fe y la entidad del daño causado a los intereses públicos son solo elementos de ponderación del alcance y duración de la prohibición, pues se refieren a la determinación de los efectos que la prohibición ha de tener.

En consecuencia no puede admitirse que la prohibición del artículo 60.2,a) tan solo proceda imponerla en los casos en que en la resolución contractual haya mediado dolo o mala fe. La mera negligencia, por su parte, no conduce forzosamente a una prohibición con alcance cero sino a tomar en consideración la ausencia de dolo tanto en el recorrido que ha de hacerse obligatoriamente por el tramo total de la duración como en la motivación que ha de ofrecerse sobre la concreta duración que se decida dentro del limite máximo legalmente establecido y porque el dolo  y la culpa no son los únicos criterios de ponderación.

— STS de 20 de abril de 2015 ( JUR/2015/123416).

Dictada con motivo del recurso contencioso administrativo interpuesto contra la desestimación por silencio de la petición formulada ante el Ministerio de Fomento solicitando el restablecimiento del equilibrio económico financiero del contrato roto mediante la adopción de la puesta en servicio de la duplicación de calzada de la N-332 que afecta al flujo de tráfico que discurre por la autopista y altera las bases económico financieras sobre las que la concesión está diseñada.

Tras recordar que en nuestro ordenamiento jurídico ha sido tradicional establecer causas tasadas de modulación del principio de riesgo y ventura consistentes en reequilibrar la ecuación financiera del contrato únicamente cuando se ha producido una ruptura de la misma por causas imputables a la administración (factum principis) o por hechos reconducibles a los conceptos de fuerza mayor o riesgo imprevisible. La Sala desestima la pretensión por entender que, de acuerdo con jurisprudencia reiterada, no puede calificarse como hecho imprevisible la disminución de trafico debida a la remodelación y mejora de una vía paralela. Así afirma que la merma de flujos de vehículos no constituye un riesgo imprevisible, sino una consecuencia reconducible al principio de riesgo y ventura que rige la contratación administrativa y que la recurrente hubo de considerar cuando participó en el concurso que finalizó con la adjudicación de su concesión. Expresamente considera que no nos parece que tal desdoblamiento sea un hecho extraordinario e imprevisible que deba quedar fuera del riesgo y ventura del contratista.

En consecuencia desestima el recurso interpuesto.

— STS de 11 de mayo de 2015 (JUR/2015/135706)

Dictada con motivo de recurso de casación deducido contra STSJ de Galicia estimatoria del recurso contencioso administrativo interpuesto contra resolución de la Vicepresidencia de Igualdad y Bienestar de la Xunta de Galicia que desestimaba el recurso de reposición frente los pliegos reguladores de la contratación por el procedimiento negociado con publicidad y tramitación urgente de la gestión en régimen de concesión del servicio de apoyo a la movilidad personal de personas con discapacidad.

La Sentencia de instancia acoge las tesis del recurrente por la que el artículo 154 en relación con el artículo  156 LCSP permiten acudir al procedimiento negociado en contratos de gestión de servicios públicos cuando el plazo de duración sea inferior a cinco años, circunstancia que no acontece en el supuesto enjuiciado.

La Sala entiende que el tenor del artículo 156, b) LCSP es claro en cuanto hace mención a los contratos de gestión de servicios públicos de presupuesto de gasto de primer establecimiento inferior a 500.000 euros y plazo de duración inferior a cinco años. Todo ello en coherencia con la anterior regulación del TRLCAP en cuyo artículo 159.2,d) establecía la cuantía de 5 millones de pesetas e idéntica duración. No siendo en absoluto necesario como pretende el letrado de la Xunta  poner en relación el meritado artículo 156,b) LCSP con el artículo 37.1 LCSP que regula el recurso especial en materia de contratación.

B) TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE ARAGON

— ST de 5 de febrero de 2015 (JUR/2015/69383)

Dictada con motivo de recurso de apelación deducido frente Sentencia del Juzgado contencioso administrativo número 1 de Huesca que inadmite en parte y desestima el recurso contencioso administrativo interpuesto contra las desestimaciones presuntas de las solicitudes formuladas de restablecimiento del equilibrio económico financiero, en relación con el contrato de concesión de obra pública consistente en la construcción y explotación de aparcamiento subterráneo en la Plaza de Biscós y la Avda Jacetania de Jaca.

La Juez de instancia inadmite el recurso en relación con dos de las pretensiones por considerar que se trata de cuestiones nuevas, no reclamadas en vía administrativa, en concreto, la pretensión de reconocimiento como situación jurídica individualizada de una tasa interna de retorno a efectos de fijación de limite de rentabilidad activador de mecanismos de restablecimiento de equilibrio económico del contrato y la reclamación de concreta cuantía económica en que subsidiariamente fija el desequilibrio económica de la recurrente. Las restantes pretensiones son desestimadas, en relación con la suma reclamada correspondiente a 2008 entiende que las medidas correctoras del equilibrio económico del contrato fueron asumidas por la recurrente al no impugnar un acuerdo adoptado en dicho sentido con anterioridad, y en relación con la suma correspondiente a 2009 considera que está mal calculada.

La Sala, en cambio, discrepa de la inadmisión parcial del recurso, al considerar que analizadas las reclamaciones que en vía administrativa quedaron sin respuesta se puede concluir que las mismas suponen la aplicación de la cláusula del contrato en el que se establecía la mencionada tasa de rentabilidad interna, determinante del equilibrio económico del mismo. Si bien no se insta en la reclamación administrativa el reconocimiento expreso de la aplicación de dicha TIR, el reconocimiento en su caso de las cuantías reclamadas al Ayuntamiento habría supuesto el de los parámetros de calculo de las mismas. En vía jurisdiccional se está reclamando de manera especifica la vigencia de tales parámetros numéricos pero dentro del mantenimiento de una reclamación económica que permanece incólume. La pretensión sigue siendo la misma con independencia de que en vía jurisdiccional se introduzcan precisiones sobre ella.

Respecto del fondo del asunto, la Sala discrepa nuevamente de la sentencia de instancia. Considera que si bien el acuerdo adoptado previamente por el Ayuntamiento de Jaca reconoció un desequilibrio económico en favor del contratista por causa del sobrecoste de las obras de construcción del aparcamiento, ello no excluye la aplicabilidad de la cláusula contractual que  establece la tasa de rentabilidad interna como determinante del restablecimiento del equilibrio económico del contrato, si se dan los requisitos para su aplicación. Vista la cláusula lo procedente seria la aplicación anual de la misma, con el fin de comprobar en cada ejercicio económico el equilibrio económico del contrato, vía canon de explotación. Cuestión distinta será determinar si la aplicación de dicha cláusula ha de generar un derecho de compensación a favor del recurrente, esto es si la prueba desplegada permite concluir la existencia del desequilibrio aducido.

A juicio de la Sala no se acredita el presupuesto de aplicación de la cláusula sexta del contrato, pues no puede conocerse si la rentabilidad de los ejercicios 2008 y 2009 ha estado por debajo del umbral garantizado, dado que se parte de una tasa mínima de rentabilidad incorrecta.

En consecuencia desestima el recurso de apelación.

— ST de 11 de febrero de 2015 ( JUR/2015/90300).

Dictada con motivo de recurso de apelación deducido frente a la Sentencia del Juzgado contencioso número 5 de Zaragoza desestimatoria del recurso contencioso administrativo interpuesto contra la desestimación presunta de la reclamación efectuada al Ayuntamiento de Zaragoza de abono de honorarios por importe de 40.672,49 euros correspondientes a la minuta por la certificación número 9 de liquidación de obras de ampliación del Museo Pablo Gargallo.

La Sentencia de instancia desestima el recurso interpuesto. Para ello da como hechos probado que se trata de un contrato de consultoría, asistencia técnica y servicios; que se ha producido una modificación del proyecto inicial de ampliación del Museo; que respecto del contrato de dirección de obras no se siguieron los requisitos de la formalización de la modificación; que en el contrato suscrito se fijó a tanto alzado el precio sin que se recogiera ningún criterio para poder calcular la valoración de los trabajos fuera de presupuesto inicial o de modificación y si se establecía que no procedía la revisión del contrato; que por la dirección de obra se elaboró y supervisó la ejecución de un proyecto de modificación del inicial; que supuso un incremento de casi el 20%; que en el análisis de la liquidación de honorarios se observa que lo que se hace es una nueva y completa valoración de los honorarios, en razón del coste final de las obras ejecutadas, no una valoración del incremento del trabajo en virtud de la modificación aprobada; que no puede aceptarse que nos encontremos ante una nueva valoración por alteración de circunstancias cuando el presupuesto se incrementaba en cerca del 20% inicial y no se ha probado que se produjera situación de evidente desequilibrio, al contrario parece ser un mero complemento en alguno de sus aspectos; que no puede desconocerse el derecho de la reclamante a que se le compense por el trabajo “extra”, pero solo el incremento producido por la modificación; que se le abonaron además del precio fijado una cantidad en concepto de honorarios en concepto de redacción proyecto modificado, que no fue impugnado.

La Sala cuestiona el relato realizado por la Sentencia de instancia. Hubo una primera modificación del contrato, consecuencia de la modificación del proyecto inicial  con un incremento del 20% de presupuesto. Junto a ello se produjeron otras posteriores con un incremento efectivo de algo menos de otro 20% como se acreditó en otro recurso contencioso administrativo. El coste final de la ejecución de las obras supuso un incremento del 39,23 %, incremento significativo que junto con la ampliación del plazo inicial supuso, a diferencia de lo que argumenta la sentencia de instancia, una variación sustancial que conlleva una situación de evidente desequilibrio y onerosidad para la dirección.

La Sala afirma que siendo cierto que en el contrato inicial se pactó un precio alzado y se excluyó la revisión de precios, no lo es menos que la cantidad que aquí se discute no lo es por este ultimo concepto, sino por la mayor onerosidad del contrato a cuyo resarcimiento tiene derecho. La certificación aprobada por la administración, y no recurrida, hacia referencia a la redacción del proyecto modificado y lo que aquí se pretende es el resarcimiento de mayores trabajos de dirección de obras, dirección de ejecución de obra y coordinación de seguridad, derivados de la modificación y posteriores que supusieron un incremento del 39,23% de las obras.  En consecuencia estima el recurso.

— ST de 4 de marzo de 2015. ( JUR/2015/90639).

Dictada con motivo de recurso de apelación deducido contra Sentencia del Juzgado contencioso administrativo número 3 de Zaragoza desestimatoria del recurso interpuesto contra la desestimación presunta de la solicitud presentada ante el Ayuntamiento de Zaragoza de liquidación de trabajos de asistencia técnica de apoyo a la redacción de Proyectos Básicos y de ejecución de escuelas infantiles en diversas zonas de la ciudad.

El Ayuntamiento de Zaragoza y TRAGSA firman un convenio de colaboración para la realización de actuaciones dirigidas al desarrollo, mejora y fomento de las infraestructuras en el medio rural, haciendo constar que TRGASA es medio propio y servicio técnico de forma que las prestaciones se considerarán como si fueran realizadas por la propia Administración. En contraprestación TRAGSA factura aplicando el sistema de facturas vigentes para la Administración del Estado. Como consecuencia de ello se encarga a TRAGSA la consultoría y asistencia técnica de apoyo para la redacción de proyectos de escuelas infantiles en diversas localizaciones., autorizándose el gasto de 231.752 euros. Efectuados los trabajos TRAGSA presenta dos facturas por trabajos realizados sin presupuesto previo, una de ellas consecuencia de la actualización del presupuesto inicial, solicitándose la diferencia.

La Sentencia de instancia entiende que solo es obligado el pago que figura en el presupuesto de 231.752 euros y no cualquier otra pretensión que pudiera estar avalada por algún funcionario.

La Sala entiende que no nos encontramos ante un procedimiento de contratación, sino ante un procedimiento conveniado. TRAGSA presenta un presupuesto, pero lo relevante son las certificaciones finales sobre obra hecha y en base a las tarifas de la AGE.. En todo caso el contratista tiene derecho a lo realmente efectuado. Por tanto si se ha seguido el procedimiento pactado en el convenio, se ha sometido a las tarifas aprobadas por la AGE y el ayuntamiento ha podido comprobar la obra y reconocer la corrección de la factura no debe haber motivo alguno para no abonar la misma. Así ocurre en el supuesto de la factura complementaria de la factura inicial, relativa a las escuelas de Delicias, Santa Isabel, La Paz y Actur. No ocurre así con la relativa a Villamayor dado que con motivo de la segregación se sustituyó por el proyecto de la escuela de Delicias, no existiendo dos proyectos a facturar de forma independiente.

· ST de 10 de marzo de 2015 (JUR/2015/385379)

Dictada con motivo de recurso de apelación deducido frente a Sentencia del Juzgado contencioso administrativo número 4 de Zaragoza estimatoria del recurso interpuesto contra la desestimación presunta de reclamación sobre revisión de costes de servicio y aprobación de certificaciones anuales, ejercicios 2008 a 2009, de la concesión de transporte Garrapinillos Torre Medina por importe de 320.842, 582 euros.

La sentencia de instancia afirma que no cabe modificar a posteriori con efectos retroactivos la formula polinómica determinante de los precios en cada revisión, dicha posibilidad cabe antes de que el servicio se preste, conforme a lo pactado en la cláusula correspondiente del convenio de subvención de transporte, pero los plazos quinquenales ahí establecidos no son necesariamente imperativos. Si bien cabe la modificación del presupuesto de calculo no es posible la revisión de la fórmula una vez que se ha solicitado por la contratista la revisión de precios correspondiente, conforme a la formula vigente al inicio del servicio, pues no garantiza la reciprocidad y el equilibrio entre las partes del contrato.

La Sala entiende que la cláusula convencional que establece la posibilidad de modificación de la formula de cálculo de costes a efectos de fijación de precios no es de modificación obligatoria cada cinco años. La formula se modificará o no quedando vinculada tal decisión a las vicisitudes propias del desenvolvimiento y ejecución del contrato. La ultima modificación fue aprobada en 2005 quedando fuera de toda duda la aplicabilidad de la formula fijada en dicho momento a la revisión de precios de 2008, revisión practicada por la contratista correctamente.

Por otra parte tampoco cabe una unilateral aplicación retroactiva de una formula revisada, sin previo expediente administrativo al efecto, siendo insuficiente una comunicación de suspensión de revisiones de precios correspondientes a 2008 y 2009.

En consecuencia confirma la sentencia apelada.

— ST de 19 de marzo de 2015 ( JUR/2015/109053).

Dictada con motivo de recurso interpuesto contra la desestimación presunta de la solicitud de reequilibrio económico financiero de la concesión de la autopista autonómica ARA-A1 en escritos dirigidos al Consejero de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes del Gobierno de Aragón.

La procedencia de reequilibrio de la concesión la basa la recurrente en diversos motivos:

En primer lugar en los perjuicios que considera le han sido ocasionados por el retraso en la obtención de las autorizaciones y permisos de los prestamos de las gravas y áridos necesarios para la ejecución de la obra. En este sentido la Sala considera que los retrasos producidos en la obtención de tales autorizaciones no constituyen un riesgo que haya de asumir la concesionaria, puesto que una cosa es la obligación de asumir por ésta la gestión de las autorizaciones y el cumplimiento de la legislación medioambiental y otra que deba asumir los perjuicios de una tardanza que excede de lo razonable en su obtención que no le es imputable. Máxime cuando no hay que desconocer la actuación de la administración en la fase de preparación y de ejecución del contrato. En la primera al fijar unos plazos para la construcción y puesta en servicio de la autopista, que debían prever la obtención de las autorizaciones y en la segunda por su relevante intervención en el desarrollo de las obras, competiéndole incluso el otorgamiento de las autorizaciones controvertidas.

La Sala considera que el retraso en el otorgamiento de las autorizaciones de los préstamos han ocasionado a los recurrentes unos perjuicios por el incremento de los costes y por la perdida de ingresos, originadores de la quiebra del equilibrio económico-financiero del contrato en los términos referidos a su firma.

En segundo lugar en los perjuicios ocasionados por el retraso producido por la obtención de las autorizaciones de los enlaces de la autopista con las carreteras N-232 N-II y AP-2. La Sala nuevamente considera que dado que la concesionaria ha realizado las gestiones oportunas para su obtención y que por circunstancias que no se le pueden imputar se retrasaron considerablemente se ha producido una ruptura en el equilibrio económico del contrato.

En tercer lugar en los perjuicios ocasionados por las inundaciones de las obras por una avenida del róo Ebro. La Sala considera que nos encontramos ante un supuesto de fuerza mayor, siendo difícil concretar el retraso producido por dicha causa, y lo considera inútil una vez se ha aceptado la procedencia del reequilibrio por el retraso derivado de la tardanza en la obtención de las autorizaciones.

En consecuencia estima en parte el recurso, desestimando alguno de los importes concretamente exigidos en concepto de perjuicios ocasionados.   

— ST de 24 de marzo de 2015 ( JUR/2015/108745).

Dictada con motivo de recurso contencioso administrativo interpuesto contra resolución del Consejero de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes de 17 de marzo de 2011, desestimatoria por daños y sobrecostes por paralización de obra e incrementos de plazo contractual en la ejecución de las obras Acondicionamiento de carretera A-1210 de San Jorge a Sariñena, tramo Grañén-Lalueza.

El contrato de ejecución de obras se firmó el 14 de diciembre de 2006, se inician los trabajos a partir de la fecha de acta de comprobación del replanteo, con fecha 18 de diciembre de 2006, y  se determina una duración de la obra de 20 meses. Dicho plazo no se cumple dado que las obras se reciben con fecha 28 de septiembre de 2009. La vida del contrato atravesó diversas vicisitudes que demoraron su realización, derivadas de una serie de actuaciones no previstas en el proyecto adjudicado, por una parte en los terrenos de apoyo, proponiendo la dirección de obra realizar una sobreexcavación, y por otra en el capitulo relativo a obras de drenaje y reposiciones de riego proyectadas. Las modificaciones de las anualidades tienen su causa en incidencias imprevistas en el desarrollo en el expediente de expropiación y en la dificultad de encontrar materiales adecuados para la ejecución de las obras.

En todo caso la entidad demandante no formula objeción alguna a las dilaciones, firma el proyecto modificado, no pone objeción a la imprevisibilidad de las causas que lo motivan, ni opone objeción alguna con motivo de la recepción de las obras.

La Sala entiende que la propia adjudicataria manifestó que los trabajos comenzaron en la fecha prevista y que los problemas derivan del asentamiento de la obra consistiendo básicamente en que lo proyectado era erróneo hasta el punto de justificar una modificación del proyecto. La adjudicataria aceptó el proyecto inicial, no formuló reparo a las dilaciones y firmó el modificado sin objeción asumiendo la imprevisibilidad de las causas respecto de lo proyectado, en suma asumió que tales causas no eran razonablemente previsibles en el momento inicial y nada manifestó en la recepción de las obras. Durante la vida del contrato no actuó por los cauces establecidos en el artículo 98 TRLCAP y mediante este recurso pretende sustentar su pretensión sobre la presunción de que las dilaciones indebidas lo fueron por causa imputable a la administración.

Por todo ello la Sala entiende que no es posible la aplicación de la doctrina del riesgo imprevisible que imponga el reconocimiento de la indemnización que se pretende frente a la Administración, debiendo estar a la prevalencia del principio de riesgo y ventura.

En consecuencia desestima el recurso interpuesto.

— ST de 26 de marzo de 2015. (JUR/2015/109329)

Dictada con motivo de recurso de apelación deducido contra Sentencia del Juzgado contencioso administrativo número 3 de Zaragoza  estimatoria del recurso interpuesto contra el impago de determinadas facturas por el Ayuntamiento de Letux y endosadas a favor de CAI por importe de 67.387,34 euros.

La sentencia de instancia anula la resolución administrativa y reconoce como situación jurídica individualizada el derecho a que el Ayuntamiento le abone la suma reclamada con sus intereses legales.

Por parte de una constructora se efectuaron diversos trabajos a favor Ayuntamiento de Letux que dieron lugar a una serie de facturas, que fueron endosadas a favor de CAI existiendo toma de razón por el Ayuntamiento. Las facturas fueron presentadas al cobro tanto por la endosataria como por la propia constructora. El secretario advirtió de la irregularidad y que el pago a una entidad distinta de CAI no produciría efectos liberatorios. Pese a ello el Ayuntamiento abonó a la constructora las facturas que presentó al cobro. De forma que existió doble cobro por la constructora, tanto del Ayuntamiento como de CAI.

La reclamación presentada por CAI y estimada en instancia, se articuló mediante declaración de responsabilidad patrimonial del ayuntamiento de Letux. Frente al argumento de la representación procesal de éste de que la causa petendi y el petitum venían delimitados por la actora como responsabilidad patrimonial y por ello decidir el proceso en base a normas reguladoras de los contratos públicos suponía incongruencia, y que al tratarse de una responsabilidad patrimonial habría prescrito el derecho a reclamar y la actuación negligente de la actora rompería el nexo causal, la Sala recuerda que es doctrina jurisprudencial que cuando un hecho dañoso puede ser una violación de una obligación contractual y al mismo tiempo del deber general de no dañar a otro, hay una yuxtaposición de responsabilidades y da lugar a acciones que pueden ejercitarse alternativa o subsidiariamente o incluso proporcionando los hechos al juzgador para que este aplique las normas en concurso que más se acomoden a aquellos, todo a favor del perjudicado. En todo caso no produce indefensión porque la parte demandada pudo argumentar sobre las razones jurídicas de la relación negocial y al efecto de la cesión de créditos.

Respecto a la circunstancia de que la toma de razón de los endosos fue efectuada únicamente por la firma del Alcalde y que alguna de las facturas reclamadas no se correspondía según informe del Secretario con factura alguna existente en la contabilidad municipal, la Sala considera que la toma de razón y conformidad con la cesión del Alcalde y sello de la corporación es bastante para que la entidad cesionaria pueda ejercitar la reclamación, sin perjuicio de las reclamaciones y acciones internas que pueda sustentar el ayuntamiento demandado.

En consecuencia desestima el recurso de apelación.

— ST de 10 de abril de 2015 ( JUR/2015/120220).

Dictada con motivo de recurso apelación deducido contra sentencia del Juzgado contencioso administrativo número 3 de Zaragoza estimatoria del recurso contencioso interpuesto contra la resolución de la Consejera de Servicios Públicos del Ayuntamiento de Zaragoza, denegatorio de la solicitud de prórroga por un plazo de 10 años de concesión del quiosco destinado a bar, sito en el Paseo de Sagasta cuya ultima prórroga vencía el 31 de diciembre de 2010.

El Ayuntamiento de Zaragoza mediante Decreto de 2007 propuso a los concesionarios de quioscos con ocasión de la Expo 2008 poder solicitar una prórroga mayor a la ordinaria, presentando una propuesta contemplando determinados extremos tales como un plan de mejora, lo que asi hizo la recurrente ejecutando las mejoras con anterioridad a la Expo. La Sentencia de instancia estima las pretensiones de la actora y considera que dado que cumplió con la realización de las mejoras por un importe relativamente elevado, debe otorgarse la consecuencia jurídica consistente en la ampliación del plazo de la concesión por 10 años mas.

La Sala confirma la Sentencia de instancia al entender que con independencia de los incumplimientos de la normativa aplicable en que haya podido incurrir el Ayuntamiento, lo cierto es que en el ejercicio de su potestad de modificación del contrato consideró que por la celebración de la Expo 2008 existía un interés especial en mejorar la imagen, estética y condiciones de la prestación de los servicios en la ciudad proponiendo a los concesionarios de quioscos la posibilidad de prolongar el ejercicio de la actividad por un plazo superior al previsto en el contrato. Para ello debían presentar una  propuesta que contemplara un plan de mejora quedando prorrogada la concesión en tanto se resolvían los expedientes.

La recurrente se acogió a la posibilidad presentando dentro del plazo fijado el plan de mejoras que exigían una rápida ejecución debiendo estar realizadas con anterioridad  al comienzo de la Expo y que no podrían efectuarse de exigirse la tramitación de un expediente sujeto  a reglas de publicidad y concurrencia para un nuevo régimen concesional. En la creencia en que contaba con el beneplácito municipal  realizó las mejoras y ello con el conocimiento de los servicios municipales que efectuaron una inspección comprobatoria de los trabajos realizados, sin que se efectuase reparo alguno.

En consecuencia la Administración no puede basarse en la falta de una resolución expresa con anterioridad a la realización de las obras y comienzo de la Expo 2008, ignorando las mejoras realizadas por la recurrente. Por ello desestima el recurso y confirma la sentencia de instancia

III. TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CONTRATOS PUBLICOS DE ARAGON

Se procede a enumerar los acuerdos adoptados por el TACPA hasta el momento de la emisión del presente informe.
— Acuerdo 63/2015, de 26 de mayo.- Adjudicación. Procedimiento que no ha sido objeto de la publicidad debida, pues no ha existido acto público de apertura de las proposiciones económicas. Vicio de nulidad de pleno derecho que supone anulación de la adjudicación y del procedimiento de licitación. Las circunstancias que se apreciaron en el Acuerdo 48/2015 han quedado desvirtuadas y se deja sin efecto la multa impuesta. Estimación.

— Acuerdo 62/2015, de 26 de mayo.- Actuación Mesa de contratación. Exclusión de licitador por incorrecta presentación de documentación en los sobres, dando lugar a contaminación documental. Inclusión en el Sobre DOS de documentación relativa a criterios sujetos a valoración posterior (Sobre TRES). No se ha producido indefensión. Desestimación.

— Acuerdo 61/2015, de 15 de mayo.- Actuación Mesa de contratación. Exclusión de propuesta por incluir en el Sobre DOS documentación a incorporar en el Sobre TRES. La mera mención a los EIS y al número de trabajadores que integrarían cada uno de ellos, no implica, ni presume, que los adicionales al mínimo exigido, tengan la cualificación y requisitos que se exigen en el Anexo VII para su valoración como mejora. En consecuencia, no cabe sino una mera presunción, en base a la cual no es posible resolver una exclusión de la licitación en contra de los principios de buena fe objetiva, confianza legítima y de interpretación «contra proferentem». Estimación.

— Acuerdo 60/2015, de 15 de mayo.- Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares. Se exige un compromiso de adscripción de medios materiales confuso o erróneo para los licitadores, al indicar no solo el mínimo exigido (un equipo), sino el máximo por el que se alcanzará valoración (seis equipos).La dispersión geográfica de los caminos en los que se realizan las actuaciones debería obligar a una licitación con varios lotes, ajustados a la realidad de la prestación. Estimación.

— Acuerdo 59/2015, de 15 de mayo.- Actuación de la Mesa de contratación. Exclusión de propuesta por incumplimiento de prescripciones técnicas o no superación del umbral previsto. Imposición de multa. Recurso extemporáneo. Inadmisión.

— Acuerdo 58/2015, de 6 de mayo.- Actuación Mesa de contratación. Exclusión de licitador por incorrecta presentación de documentación en los sobres, dando lugar a contaminación documental. Inclusión en el Sobre DOS de documentación relativa a criterios sujetos a valoración posterior (Sobre TRES). No se ha producido indefensión. Desestimación.

— Acuerdo 57/2015, de 6 de mayo.- Actuación Mesa de contratación. Exclusión de licitador por incorrecta presentación de documentación en los sobres, dando lugar a contaminación documental. Inclusión en el Sobre DOS de documentación relativa a criterios sujetos a valoración posterior (Sobre TRES). No se ha producido indefensión. Desestimación.

— Acuerdo 56/2015, de 5 de mayo.- Actuación Mesa de contratación. Exclusión de licitador por incorrecta presentación de documentación en los sobres, dando lugar a contaminación documental. Inclusión en el Sobre DOS de documentación relativa a criterios sujetos a valoración posterior (Sobre TRES). No se ha producido indefensión. Desestimación

.

— Acuerdo 55/2015, de 5 de mayo.- Actuación Mesa de contratación. Exclusión de licitador por incorrecta presentación de documentación en los sobres, dando lugar a contaminación documental. Inclusión en el Sobre DOS de documentación relativa a criterios sujetos a valoración posterior (Sobre TRES). No se ha producido indefensión. Desestimación.

— Acuerdo 54/2015, de 5 de mayo.-  Actuación de la Mesa de contratación. Exclusión de propuesta por incumplimiento de prescripciones técnicas o no superación del umbral previsto. Imposición de multa. Desestimación.

— Acuerdo 53/2015, de 30 de abril.- Actuación Mesa de contratación. Exclusión de propuesta en contrato de desarrollo y producción de programas destinados a la radiodifusión. Contrato susceptible de recurso especial en Aragón, donde procede el mismo para cualquier contrato de servicios (al margen de su categoría), cuyo valor estimado supere el umbral de 100 000 euros. Es correcta en la exclusión de la recurrente, pues ésta ha incumplido lo previsto en las cláusulas del PCP, relativas a que no debía introducirse en el Sobre nº 2, documentación económica que debiera evaluarse en la apertura del Sobre nº 3. Desestimación.

— Acuerdo 52/2015, de 28 de abril.- Pliego de condiciones particulares de contrato de desarrollo y producción de programas destinados a la radiodifusión. Contrato susceptible de recurso especial en Aragón, donde procede el mismo para cualquier contrato de servicios (al margen de su categoría), cuyo valor estimado supere el umbral de 100 000 euros. La interpretación de una cláusula en trámite de aclaraciones es susceptible de recurso especial. No existe doble oferta por el hecho de pertenecer a un mismo grupo empresarial. Inadmisón del recurso respecto de la admisión de otros licitadores y desestimación del resto de pretensiones.  

— Acuerdo 51/2015, de 28 de abril.- Actuación de la Mesa de contratación. Exclusión de propuesta por incumplimiento de prescripciones técnicas y admisión de otro licitador. Inadmisión del recurso frente a la admisión de otro licitador y desestimación del resto de pretensiones.

— Acuerdo 50/2015, de 20 de abril.- Solicitud de rectificación de errores, y subsidiariamente recurso extraordinario de revisión frente a Acuerdo de inadmisión. No existe error material en el Acuerdo del TACPA. Cuando el acto que se recurre es el de adjudicación, computa el plazo desde el día en que se remite la notificación del acto impugnado. Desestimación. Recurso extraordinario de revisión improcedente. Contra las resoluciones del TACPA sólo cabe recurso contencioso administrativo. Inadmisión.

— Acuerdo 49/2015, de 20 de abril.- Licitación. Pérdida de objeto como consecuencia del Acuerdo 35/2015, que anula el pliego de la licitación del contrato, y del desistimiento de la licitación acordado por el órgano de contratación. Inadmisión.

— Acuerdo 48/2015, de 20 de abril.- Pliego de Prescripciones Técnicas impugnado en adjudicación. El objeto del contrato no es indeterminado. Desestimación. Imposición de multa por temeridad en la interposición del recurso especial.

— Acuerdo 47/2015, de 17 de abril.- Actuación Mesa de contratación. Exclusión de propuesta por no justificar la viabilidad de su oferta; y por incumplir las exigencias recogidas en el PPT. Motivación de la exclusión ajustada a Derecho. El recurrente no acredita que su oferta cumple con el PPT, sino lo contrario, y contempla una prestación distinta, a la de la licitación, tanto objetivamente, como en cuanto a medios de personal.

— Acuerdo 46/2015, de 17 de abril.- Licitación. Contrato patrimonial no susceptible de recurso especial. Inadmisión

— Acuerdo 45/2015, de 16 de abril.- Adjudicación. Valoración de mejora requiere acreditar en el momento de la valoración que se cumple con el requisito exigido. Las mejoras deben ser siempre algo tangible y acreditable. No porcede «reconvertir» el criterio mejora en un supuesto de compromiso de adscripción de medios, pues son cuestiones notoriamente distintas. Estimación. 

— Acuerdo 44/2015,de 16 de abril.- Adjudicación. Solvencia técnica del adjudicatario. Recurso extemporaneo. Inadmisión.

— Acuerdo 43/2015, de 8 de abril.-  Actuación del órgano de contratación. El plazo de presentación de la documentación justificativa de los requisitos previos por parte del adjudicatario es prorrogable, una vez expirado el plazo preclusivo previsto en el artículo 151.2 TRLCSP. La improrrogabilidad del plazo no se desprende del TRLCSP, de modo que procede la aplicación supletoria de la LRJPAC que considera los plazos del procedimiento administrativo general como prorrogables, salvo previsión legal en contra. Se debe conceder una prorroga de cinco días hábiles para la aportación de la garantía definitiva exigida, o motivar suficientemente la denegación de la prórroga solicitada. Estimación.

— Acuerdo 42/2015, de 31 de marzo.- Actuación de la Mesa de contratación. Incumplimiento del requisito de anunciar correctamente al órgano de contratación mediante telegrama o fax la remisión de la oferta por correo, antes de la finalización del plazo de presentación de proposiciones. El fax que recibe el órgano de contratación es un fax ilegible, del que ni siquiera se puede deducir que se trate de la comunicación de un licitador para participar en un procedimiento de contratación. Desestimación.

— Acuerdo 41/2015, de 27 de marzo.- Licitación. Legitimación del sindicato recurrente. No concurre causa de inadmisión por pérdida de objeto como consecuencia del Acuerdo 39/2015, que anula el pliego de la licitación del contrato, pues la pretensión y motivación de anulación es distinta. No puede incluirse en los pliegos que rigen la contratación la obligación de subrogación de los trabajadores, que no existe en el convenio colectivo de aplicación. El órgano de contratación debe considerar si se encuentra, o no, ante el fenómeno conocido en el Derecho laboral como «sucesión de empresas», circunstancia que si se produce, obligará al nuevo contratista adjudicatario a asumir los trabajadores de la anterior entidad que venía prestando el servicio, y respetarles los derechos de todo tipo que tuviesen. La licitación debe partir de la evaluación de los costes salariales reales, para que los posibles licitadores los conozcan y puedan evaluar la totalidad de los mismos, y, en base a ellos, presentar sus ofertas. Estimación de motivos y desestimación de otros.

— Acuerdo 40/2015, de 27 de marzo.- Licitación. Legitimación del sindicato recurrente. No concurre causa de inadmisión por pérdida de objeto como consecuencia del Acuerdo 35/2015, que anula el pliego de la licitación del contrato, pues la pretensión y motivación de anulación es distinta. No puede incluirse en los pliegos que rigen la contratación la obligación de subrogación de los trabajadores, que no existe en el convenio colectivo de aplicación. El órgano de contratación debe considerar si se encuentra, o no, ante el fenómeno conocido en el Derecho laboral como «sucesión de empresas», circunstancia que si se produce, obligará al nuevo contratista adjudicatario a asumir los trabajadores de la anterior entidad que venía prestando el servicio, y respetarles los derechos de todo tipo que tuviesen. La licitación debe partir de la evaluación de los costes salariales reales, para que los posibles licitadores los conozcan y puedan evaluar la totalidad de los mismos, y, en base a ellos, presentar sus ofertas. Compromiso de adscripción de medios personales exigido. Estimación de motivos y desestimación de otros.

— Acuerdo 39/2015, de 27 de marzo.- Licitación. Adecuada calificación como contrato de servicios por no existir transferencia de riesgos al contratista. La contradicción en el PCAP respecto a la exigencia, o no, de clasificación empresarial constituye una infracción no subsanable de las normas de preparación del contrato. No debe exigirse clasificación empresarial en la licitación, y es improcedente aplicar la previsión contenida en el artículo 74.2 TRLCSP. Estimación parcial.

— Acuerdo 38/2015, de 27 de marzo.- Licitación. Legitimación del sindicato recurrente. No concurre causa de inadmisión por pérdida de objeto como consecuencia del Acuerdo 35/2015, que anula el pliego de la licitación del contrato, pues la pretensión y motivación de anulación es distinta. No puede incluirse en los pliegos que rigen la contratación la obligación de subrogación de los trabajadores, que no existe en el convenio colectivo de aplicación. El órgano de contratación debe considerar si se encuentra, o no, ante el fenómeno conocido en el Derecho laboral como «sucesión de empresas», circunstancia que si se produce, obligará al nuevo contratista adjudicatario a asumir los trabajadores de la anterior entidad que venía prestando el servicio, y respetarles los derechos de todo tipo que tuviesen. La licitación debe partir de la evaluación de los costes salariales reales, para que los posibles licitadores los conozcan y puedan evaluar la totalidad de los mismos, y, en base a ellos, presentar sus ofertas. Compromiso de adscripción de medios personales exigido. Estimación de motivos y desestimación de otros.

— Acuerdo 37/2015, de 27 de marzo.- Licitación. No concurre causa de inadmisión por pérdida de objeto como consecuencia del Acuerdo 35/2015, que anula el pliego de la licitación del contrato, pues la pretensión y motivación de anulación es distinta. No puede incluirse en los pliegos que rigen la contratación la obligación de subrogación de los trabajadores, que no existe en el convenio colectivo de aplicación. El órgano de contratación debe considerar si se encuentra, o no, ante el fenómeno conocido en el Derecho laboral como «sucesión de empresas», circunstancia que si se produce, obligará al nuevo contratista adjudicatario a asumir los trabajadores de la anterior entidad que venía prestando el servicio, y respetarles los derechos de todo tipo que tuviesen. La licitación debe partir de la evaluación de los costes salariales reales, para que los posibles licitadores los conozcan y puedan evaluar la totalidad de los mismos, y, en base a ellos, presentar sus ofertas. En la fijación del valor estimado de la licitación debe incluirse el importe de las aportaciones de los usuarios. La obligación de cobro a los usuarios no compromete los principios de la licitación pública. Adecuada calificación como contrato de servicios por no existir transferencia de riesgos al contratista. Estimación de motivos y desestimación de otros.

— Acuerdo 36/2015, de 27 de marzo.- Licitación. Legitimación del sindicato recurrente. No concurre causa de inadmisión por pérdida de objeto como consecuencia del Acuerdo 35/2015, que anula el pliego de la licitación del contrato, pues la pretensión y motivación de anulación es distinta. No puede incluirse en los pliegos que rigen la contratación la obligación de subrogación de los trabajadores, que no existe en el convenio colectivo de aplicación. El órgano de contratación debe considerar si se encuentra, o no, ante el fenómeno conocido en el Derecho laboral como «sucesión de empresas», circunstancia que si se produce, obligará al nuevo contratista adjudicatario a asumir los trabajadores de la anterior entidad que venía prestando el servicio, y respetarles los derechos de todo tipo que tuviesen. La licitación debe partir de la evaluación de los costes salariales reales, para que los posibles licitadores los conozcan y puedan evaluar la totalidad de los mismos, y, en base a ellos, presentar sus ofertas. Estimación de motivos y desestimación de otros.

— Acuerdo 35/2015,de 27 de marzo.- Licitación. Adecuada calificación como contrato de servicios por no existir transferencia de riesgos al contratista. La contradicción en el PCAP respecto a la exigencia, o no, de clasificación empresarial constituye una infracción no subsanable de las normas de preparación del contrato. No debe exigirse clasificación empresarial en la licitación, y es improcedente aplicar la previsión contenida en el artículo 74.2 TRLCSP. Estimación parcial.

— Acuerdo 34/2015, de 18 de marzo.- Actuación Mesa de contratación. Exclusión de propuesta por no alcanzar umbral técnico. El informe al recurso tiene que desvirtuar la fundamentación de la recurrente respecto del carácter atraumático de sus productos —avalada en una serie de documentos técnicos, y en la adjudicación en fecha reciente de unas partidas con descripciones técnicas idénticas en un Hospital dependiente del mismo Departamento—, y no puede acudir a una argumentación ajena a la descripción técnica de los productos contenida en el PPT. El criterio cuya valoración se cuestiona se ha convertido, de facto, en la incorporación de una nueva prescripción técnica, lo que es contrario al principio de Intangibilidad o inmodificabilidad de los Pliegos. Estimación.

— Acuerdo 33/2015, de 12 de marzo.- Adjudicación. Ha desaparecido la razón del recurso como consecuencia del Acuerdo 32/2015, de 12 de marzo.-, por el que se  anula la adjudicación del contrato. Inadmisión.

— Acuerdo 32/2015, de 12 de marzo.- Actuación Mesa de contratación. Exclusión de propuesta por no acreditar solvencia técnica exigida. Acto contrario a Derecho por desproporcionado y contrario al principio de concurrencia. Estimación.

— Acuerdo 31/2015, de 3 de marzo.- Licitación. La legitimación de una trabajadora del Hospital no puede extenderse más allá de la lógica del beneficio o interés que la posible estimación comportaría para la recurrente. Sólo existe causa para que se analicen consecuencias jurídico laborales que podrían afectarle, pero no las relativas a la conceptuación o tipificación del contrato, ni las del cálculo de su valor estimado, cuestiones claramente ajenas a la lógica de la necesaria relación material entre el sujeto y el objeto de la pretensión. Desestimación respecto de las consecuencias jurídico laborales que pueden derivarse del nuevo régimen de gestión del Hospital. Inadmisión del recurso en todo lo demás.

— Acuerdo 30/2015, de 3 de marzo.- Licitación. Legitimación de un Grupo parlamentario. El recurso especial, no está concebido para garantizar la participación en los debates parlamentarios, en las Cortes de Aragón, a los que los Grupos y Diputados tengan derecho. Cuestionar la calificación jurídica de un contrato, con el objeto y fin de que sea objeto de debate parlamentario en las Cortes de Aragón, no sólo acredita la falta de legitimación, por inexistencia de interés directo; sino que está fuera del alcance de la competencia objetiva del Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de Aragón. Inadmisión. Voto particular.

— Acuerdo 29/2015, de 3 de marzo.- Licitación. La legitimación del sindicato no puede «extenderse» más allá de la lógica del beneficio o interés que la posible estimación comportaría para los 31 trabajadores a los que se refiere el sindicato recurrente. En este caso, y de forma excepcional, en tanto se cuestionan los derechos colectivos de los trabajadores en un contrato tan especial como la concesión de obra pública; y a la vista de la doctrina sobre un supuesto similar adoptada por el TACRC, se reconoce legitimación para la estricta pretensión relativa a los aspectos de protección de derechos colectivos; pero no para recurrir la conceptuación o tipificación del contrato, ni las del cálculo de su valor estimado. Desestimación respecto de las consecuencias jurídico laborales que pueden derivarse del nuevo régimen de gestión del Hospital. Inadmisión del recurso en todo lo demás.

— Acuerdo 28/2015, de 3 de marzo.- Licitación. Legitimación de un partido político. El recurso especial, no está concebido para garantizar la participación en los debates parlamentarios, en las Cortes de Aragón, a los que los Grupos y Diputados tengan derecho. Cuestionar la calificación jurídica de un contrato, con el objeto y fin de que sea objeto de debate parlamentario en las Cortes de Aragón, no sólo acredita la falta de legitimación, por inexistencia de interés directo; sino que está fuera del alcance de la competencia objetiva del Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de Aragón. Inadmisión. Voto particular.

— Acuerdo 27/2015, de 27 de febrero.- Adjudicación. Solicitud de aclaración de oferta económica que cumple con todos los requisitos legales, al existir un manifiesto error material de redacción. No existe reformulación de la oferta, ni quiebra del principio de igualdad de trato entre los licitadores. Tras la aclaración no persiste la «ambigüedad» de la oferta, ni ésta se somete a nuevas cautelas en los Lotes recurridos. Desestimación.

— Acuerdo 26/2015, de 24 de febrero.- Adjudicación. Cumplimiento por la adjudicataria de determinadas condiciones de aptitud y requisitos obligatorios establecidos en el PPT. Con la entrada en vigor de la Ley 17/2009, de libre acceso a las actividades de servicios y la Ley 25/2009 (Ley Omnibus), determinados carnés profesionales se entienden con validez indefinida aunque tengan fecha de caducidad. No existe anormalidad en la oferta de la adjudicataria. Valoración de la oferta, error que no afecta a la clasificación de las empresas en el orden de la licitación. Estimación parcial.

— Acuerdo 25/2015, de 24 de febrero.- Adjudicación. No existe oferta anormalmente baja o desproporcionada al no fijar el PCAP parámetros para su determinación. No se aplica el artículo 85 RGLCAP cuando existe más de un criterio de adjudicación. No es posible rechazar una oferta de «0» euros en un subcriterio, sin previsión en el PCAP. Formalización de los contratos sin respetar el plazo contenido en el artículo 156.3 TRLCSP. El artículo 37 TRLCSP establece dos supuestos distintos en relación al incumplimiento del deber de no formalización, atendiendo al dato de que se hubiera interpuesto o no recurso especial. En el caso concreto, al no existir recurso especial al momento de la formalización y no apreciarse vicio del procedimiento de adjudicación, debe declararse la validez de los contratos ya formalizados. Desestimación

IV.  INFORMES DE JUNTAS CONSULTIVAS DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA.

A) Estado

Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

— Informe 39/14, de 26 de febrero de2015. Posibilidad de celebrar contratos con objeto doble.
— Informe 45/13, de 26 de febrero de2015. Efectos de una prohibición de contratar. Posibilidad de acordar prórroga, hacer modificaciones sustanciales o ceder otros contratos que tenga la empresa incursa en prohibición.

 — Informe 22/13, de 26 de febrero de2015. Cómputo del plazo de intereses de demora en los pagos de un contrato de servicios. Procedencia de tramitación de certificación.
— Informe 52/13, de 26 de febrero de2015. Posible calificación como contrato de gestión de un servicio público de las actividades de organización, gestión, ejecución y liquidación de un festival de teatro.
— Informe 25/13, de 26 de febrero de 2015. Posibilidad de facturar el IVA en un contrato de servicios exentos de este impuesto.
— Informe 10/13, de 26 de febrero de2015. Interpretación de los artículos 216 y 222 del TRLCSP después de la reforma del Real Decreto Ley 4/2013.
— Informe 36/13, de 26 de febrero de2015. Posibilidad de prorrogar un contrato administrativo especial o de modificarlo para incluir servicios de telefonía e Internet.
— Recomendación de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa sobre la aplicación del nuevo régimen jurídico de revisión de precios creado como consecuencia de la disposición adicional 88ª de la ley 22/2013, de 23 de diciembre, de presupuestos generales del estado para 2014 y la ley 2/2015, de 30 de marzo, de desindexación de la economía española, de 19 de mayo de 2015.
B) Cataluña

Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

— Informe 4/2015, de 27 de abril, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya. Análisis de los requisitos que tienen que reunir las fundaciones para ser consideradas como integrantes del sector público y como poderes adjudicadores a efectos del Texto refundido de la Ley de contratos del sector público, con motivo de la determinación del nivel de sujeción a este Texto refundido de la Fundació Universitat Oberta de Catalunya.
— Informe 6/2015, de 27 de abril, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya. Propuestas para incluir en los pliegos de cláusulas administrativas particulares de los contratos de obras, que se tienen que licitar por procedimiento abierto
C) Galicia
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
No se ha publicado ningún informe nuevo desde el último Seminario.

D) Andalucía
Órgano:   Comisión Consultiva de Contratación Administrativa.

No se ha publicado ningún informe nuevo desde el último Seminario.

E) Comunidad Valenciana
Órgano: Junta Superior de Contratación Administrativa.

No se ha publicado ningún informe nuevo desde el último Seminario.

F) Aragón
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

— Informe 1/2015, de 17 de marzo, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Incorporación de cláusulas de contenido social, laboral y medio ambiental en los Pliegos que rigen las licitaciones de los contratos de la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón.

— Informe 2/2015, de 17 de marzo, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: La necesidad del criterio precio como criterio de valoración y circunstancias excepcionales para su no inclusión. Alcance de las mejoras, su posible consideración como oferta desproporcionada y la posibilidad de cubrir finalidades más allá del presupuesto de licitación.

— Informe 3/2015, de 17 de marzo, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Instrucciones de Contratación de la Sociedad de Promoción y Gestión del Turismo Aragonés, S.L.U.

— Informe 4/2015, de 17 de marzo, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Inejecución de mejoras ofertadas. Consecuencias sobre el precio del contrato.

— Informe 5/2015, de 12 de mayo, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Posibilidad de realizar obras de electrificación por convenio, cuando se trata de prestaciones que constituyen el objeto de un contrato.

— Informe 6/2015, de 12 de mayo, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de Aragón. Asunto: Arrendamiento con opción de compra de un bien inmueble patrimonial municipal. Régimen jurídico aplicable y procedimiento.

— Informe 7/2015, de 12 de mayo, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Naturaleza jurídica de la Feria de Zaragoza a efectos de la aplicación de la normativa sobre contratación pública.

— Informe 8/2015, de 20 de mayo, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Anteproyecto de Ley de contratos del sector público.
G) Canarias
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

— Informe 1/2015, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa sobre la propuesta de revisión planteada por la Intervención General de la Comunidad Autónoma del criterio contenido en el Informe 6/2009, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa, sobre la obligatoriedad de exigir en la contratación menor el cumplimiento de los requisitos de capacidad de obrar y habilitación profesional y, en su caso, la forma de acreditar su cumplimiento.

— Recomendación 1/2015, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa sobre la aplicación de la Disposición Adicional trigésima tercera del TRLCSP, en la redacción dada por el apartado cuatro de la Disposición Final sexta del Real Decreto-Ley 4/2013, respecto a la identificación de los Órganos de Contratación y con competencia en materia de contabilidad.
— Recomendación 2/2015, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa sobre el cumplimiento de lo previsto en los artículos 4.3 y 28 de la Ley 12/2004, de 26 de diciembre, de transparencia y de acceso a la información pública, respecto a la forma en que la información debe ponerse a disposición de la Administración, Organismo o Entidad adjudicataria. [Grupos 5 y 32]
H) Baleares
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

No se ha publicado ningún informe nuevo desde el último Seminario.

I) Madrid
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

— Informe 1/2015, de 18 de marzo, sobre la calificación jurídica de un contrato de redacción de proyecto, construcción, equipamiento, mantenimiento y gestión de un edificio de hostelería. 
V. INFORMES COMISIÓN NACIONAL DE LOS MERCADOS Y DE LA COMPETENCIA (CNMC).

No se ha publicado ningún informe nuevo desde el último Seminario.
VI. DICTÁMENES DEL CONSEJO DE ESTADO Y DEL CONSEJO CONSULTIVO DE ARAGON.

A) Consejo de Estado.

B) Consejo Consultivo de Aragón 

— Dictamen 32/2015, de 24 de febrero. Resolución del contrato suscrito por el Ayuntamiento de Utebo (Zaragoza) para la ejecución de la obra de edificación, urbanización e instalaciones en zona deportiva municipal.

— Dictamen 43/2015, de 24 de febrero. Resolución del contrato de suministro de dos camiones destinados a la recogida de residuos sólidos urbanos en la Comarca de Sobrarbe.

— Dictamen 43/2015, de 24 de febrero. Resolución de contrato de servicios de “Ejecución, instalaciones, equipamiento y actividad de un bar restaurante en el Pabellón de Hielo de Jaca” suscrito por el Ayuntamiento de Jaca (Huesca).

— Dictamen 51/2015, de 10 de marzo. Resolución del contrato suscrito por la Comarca Cuencas, Mineras para la ejecución de la obra de “reparación de nave comarcal para eventos, ferias y protección civil.
— Dictamen 56/2015, de 10 de marzo. Resolución del contrato de obra denominado “construcción del nuevo Hospital de Teruel, su urbanización y conexión con los sistemas generales”.

— Dictamen 105/2015, de 10 de marzo. Consulta formulada por el Ayuntamiento de Tarazona a través del Consejero de Política Territorial e Interior sobre la legalidad de poder utilizar el procedimiento negociado en la contratación de un arrendamiento con opción de compra de parcelas y naves de propiedad municipal.
VI. ABOGACIA GENERAL DEL ESTADO.

No se ha publicado ningún Dictamen nuevo desde el último Seminario.
VII. OTROS DOCUMENTOS.
— PAUTAS DE ACTUACIÓN ADOPTADAS EN LA REUNIÓN DE COORDINACIÓN DE TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS DE RECURSOS CONTRACTUALES. 
Recoge el Observatorio de Contratación Pública (OBCP), las conclusiones del Encuentro de Tribunales de Recursos Contractuales celebrado en Zaragoza el pasado 12 de Junio de 2014. Se apunta el título de cada una de las ocho conclusiones que se analizan: 
1. Impugnación de modificados después de la Sentencia TJUE de 8 de mayo.

2. La cuestión de la publicidad en la Plataforma de Contratos del Sector Público en la Ley de Unidad de Mercado y sus consecuencias.
3. La impugnación de servicios públicos y contratos administrativos especiales. 
4. Las divergencias en la integración de la solvencia con medios externos (Acuerdo 43/2013 TARCJA, 117/2012 TACRC y Acuerdo 11/2012 TACPA). 
5. Criterios a tener en cuenta para estimar los daños y perjuicios que solicitan los recurrentes.
6. Valor estimando en los contratos mixtos. 
7. Necesidad replanteamiento incidencia Convenio Colectivo en los pliegos. Superación de la doctrina de la JCCAE. 
8. Retroacción. Anulación. Reconvención
— PUBLICADO POR EL  MHAP (TRÁMITE DE AUDIENCIA PÚBLICA) EL ANTEPROYECTO DE LEY DE CONTRATOS DEL SECTOR PÚBLICO. 
Disponible en la Web del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas los  textos de los anteproyectos de la Ley de Contratos del Sector Público y de la Ley sobre procedimientos de contratación en los sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios postales, así como la tabla de correspondencias respecto a el actual TRLCSP, y la actual Ley 31/2007, de 30 de octubre, sobre procedimientos de contratación en los sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios postales. El Consejo de Ministros de 17 de abril de 2015 tomó conocimiento de los anteproyectos de modificación de la legislación de contratos públicos en España.

— PUBLICADO EL BORRADOR DEL PROYECTO DEL REGLAMENTO DE LA LEY DE DESINDEXACIÓN. 
El Ministerio de Economía y Competitividad ha publicado el borrador del Proyecto de Real Decreto de Desindexación de la Economía Española, a efectos de someterlo a audiencia pública. En lo que a contratación pública se refiere, una vez publicada la Ley de Desindexación de la Economía Española, lo novedoso de esta disposición, son el artículo 9 —párrafos 4º (contenido de los pliegos que prevean la revisión), 5º (la revisión no podrá tener lugar transcurrido el periodo de recuperación de la inversión del contrato), y 6º (fiscalización previa del sistema de revisión y de cada acto periódico de revisión cuando la fórmula de revisión no sea una fórmula tipo)— y el artículo 10 (que define lo que se debe entender por periodo de recuperación de la inversión de los contratos referidos a la revisión periódica de contratos distintos de obras y suministros de fabricación de armamento y equipamiento).
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